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SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 31 de agosto de 2016. 

El ingeniero Miguel A. Aponte Batista compareció ante nos y 

solicitó la revocación de la determinación del Tribunal Disciplinario 

y de Ética Profesional del Colegio de Ingenieros y Agrimensores de 

Puerto Rico, en virtud de la cual fue suspendido durante un (1) 

año de la colegiación. Tal suspensión fue confirmada por la Junta 

de Gobierno del Colegio de Ingenieros y Agrimensores de Puerto 

Rico. En la alternativa, el recurrente requirió la reducción 

sustancial de la penalidad impuesta, en atención a que ya había 

sido penalizado en otro foro y a que, a su entender, no se 

cometieron las violaciones éticas imputadas. 

Por los fundamentos expuestos a continuación, confirmamos 

el dictamen administrativo recurrido.   

I 

El 29 de enero de 2015, el señor Edwin Cintrón Pagán, como 

portavoz de la comunidad La Campiña, solicitó al Colegio de 

Ingenieros y Agrimensores de Puerto Rico (CIAPR), mediante una 

querella, que realizara una investigación sobre el permiso de uso 

otorgado ilegalmente el 1 de agosto de 2012, por el profesional 
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autorizado, el ingeniero Miguel A. Aponte Batista (ingeniero Aponte 

Batista), para un estacionamiento privado en una zona residencial 

intermedia, ello sin la celebración de vistas públicas. El querellante 

indicó que el ingeniero Aponte había violado el Canon 1 y 10 de los 

Cánones de Ética Profesional, así como de Normas de Práctica. 

A raíz de esta querella, y luego de la vista evidenciaria 

celebrada el 18 de abril de 2015, el Tribunal Disciplinario y de 

Ética Profesional del CIAPR (Tribunal Disciplinario) emitió y 

notificó la Resolución recurrida el 11 de diciembre de 2015, en la 

que expuso las alegaciones de las partes. El CIAPR indicó que el 

ingeniero querellado alegó que el querellante había presentado 

originalmente una querella ante la Oficina de Gerencia y Permisos 

(OGPe) el 21 de agosto de 2012, la cual fue desistida 

voluntariamente por el querellante el 11 de enero de 2013. El 

ingeniero querellado planteó la defensa de cosa juzgada, pues ya el 

asunto había sido atendido por la anterior Junta Revisora de 

Permisos y Uso de Terrenos. El CIAPR formuló las siguientes 

Determinaciones de hecho: 

1. El Ing. Miguel A. Aponte Batista (“Querellado”) es 
ingeniero licenciado con número de licencia 8836 y 
Profesional Autorizado con licencia número PRO-
00034. 

 
2. El Permiso de Uso número 2012-050000-PUS-39201 

fue expedido el 1 de agosto de 2012 para el predio 
del Sr. Ignacio J. Rodríguez Asencio ubicado en el 

Sector La Campiña Carr. 861 Km. 6.1 por el Ing. 
Miguel A. Aponte Batista.   

 
3. Según el Departamento de Planificación y Desarrollo 

la propiedad ubicada en el Sector La Campiña está 
ubicada en un distrito de Calificación Residencial 
Intermedio (R-1) conforme al Plan de Ordenamiento 
Territorial del Municipio de Toa Baja. 

       
4. El permiso fue expedido para un estacionamiento 

comercial para la compañía IJRA Truck Services, Inc.   
 
5. EL 28 de agosto de 2012 el Querellante radicó una 

solicitud de Revisión bajo el número 2012-RVA-
07680 ante la Junta Revisora de Permisos y Uso de 
Terrenos.   

 
6. El Querellante desistió voluntariamente de la misma 

el 10 de enero de 2013. 
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7. El Departamento de Salud Ambiental, la Comisión de 

Asuntos de la Comunidad, la Junta de Calidad 
Ambiental y el Ombudsman a solicitud de la parte 
Querellada, certificaron que el terreno objeto de 
conflicto en esta Querella, no poseía un peligro para 
la comunidad.  

 
8. El 25 de abril de 2014 se radicó una Querella ante la 

OGPE número 2014-SRO-41230 alegando 
irregularidades en la expedición del permiso objeto 
de ésta [sic] Querella.   

 
9. La OGPE rindió informe donde concluyó que el 

Querellado autorizó un permiso de uso para un 
estacionamiento comercial privado perteneciente a 
IJRA Truck Services, Inc, en un distrito R-1, en 
violación a las disposiciones de la Regla 24.1 (c) y (d), 
la cual requiere la celebración de una vista pública 
cuando no sea posible la circulación de vehículos a 
través de los predios comerciales colindantes en 
distritos residenciales, con el propósito de mitigar los 
efectos.  

 
10. El 5 de marzo de 2015 luego de celebrada la 

correspondiente vista administrativa sobre la 
querella 2014-SRQ-41230, la Oficina de Gerencia de 
Permisos expidió una Notificación de Suspensión y 
Multa Administrativa al Ing. Aponte Batista por 
haber expedido el Permiso de Uso (discrecional) 
2012-050000-PUS-39201. 

 
11. En dicha Notificación el Lcdo. Miguel Mihaljevich, 

recomendó la suspensión del Querellado del Registro 
de Profesionales Autorizados por un término de 3 
meses y la multa administrativa de $3,100. 

 
12. La Oficina de Gerencia de Permisos notificó de la 

sanción impuesta al Querellado al Colegio de 
Ingenieros y Agrimensores de Puerto Rico, conforme 
a lo establecido por ley la Notificación de Suspensión 
y Multa Administrativa el 13 de marzo de 2015.  

 

Luego de evaluar los Cánones de Ética presuntamente 

violados, el Tribunal Disciplinario y de Ética Profesional del CIAPR 

concluyó que el ingeniero querellado actuó en menosprecio de la 

seguridad, el ambiente, la salud y el bienestar de la comunidad en 

la ejecución de sus responsabilidades profesionales al otorgar, 

como Profesional Autorizado, el permiso de uso en cuestión para 

un estacionamiento privado comercial en una zona residencial 

intermedia. Ello al calificar el solar como comercial, sin haberse 

celebrado las vistas públicas para solicitar una variación de la 

zonificación, como lo requiere la reglamentación aplicable.  Si bien 

el Departamento de Salud Ambiental, la Comisión de Asuntos de la 
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Comunidad, la Junta de Calidad Ambiental y el Ombudsman 

certificaron que el terreno no poseía un peligro para la comunidad, 

ello no liberaba al ingeniero querellado de su deber de velar por la 

seguridad, el ambiente, la salud y el bienestar de la comunidad en 

la ejecución de sus responsabilidades profesionales. Siendo así, y 

conforme a las determinaciones creídas, el Tribunal Disciplinario 

concluyó que el ingeniero Aponte Batista violó el Canon 1 de los 

Cánones de Ética Profesional del Ingeniero y del Agrimensor del 

Colegio de Ingenieros y Agrimensores de Puerto Rico.  

En relación al Canon 10, el Tribunal Disciplinario hizo 

referencia a las disposiciones del Reglamento conjunto sobre la 

facultad del Profesional Autorizado de expedir permisos y adjudicar 

solicitudes de servicio, siempre y cuando la misma sea de carácter 

ministerial. Al evaluar la definición del concepto “ministerial”, así 

como los criterios de evaluación de una solicitud de carácter 

ministerial, y lo que conlleva e implica la celebración de vistas 

públicas, el Tribunal Disciplinario determinó que no surgía prueba 

de la celebración de alguna vista pública con el fin de cumplir con 

el Reglamento conjunto de permisos de 2015. Además, el ingeniero 

Aponte Batista no estaba facultado para expedir el permiso de uso 

comercial, a pesar de que la clasificación del mismo era de 

residencial intermedia. Según el Tribunal Disciplinario, el 

ingeniero querellado infringió el Canon 10, al expedir el permiso 

sin el debido procedimiento y sin estar facultado para ello.  

Al determinar la sanción disciplinaria, el Tribunal 

Disciplinario consideró que el ingeniero Aponte Batista había sido 

previamente suspendido por una infracción a los Cánones de Ética 

Profesional del Ingeniero y del Agrimensor del Colegio de Ingenieros 

y Agrimensores de Puerto Rico.  En atención a la prueba ante su 

consideración y tras ponderar la misma, el Tribunal Disciplinario 

le impuso al ingeniero querellado la sanción de un año de 



 
 

 
KLRA201600449    

 

5 

suspensión de la colegiación del Colegio de Ingenieros y 

Agrimensores de Puerto Rico.  

Según fue apercibido, el ingeniero Aponte Batista solicitó 

reconsideración de la mencionada determinación el 31 de 

diciembre de 2015.1 El 21 de enero de 2016, fue declarada No Ha 

Lugar la reconsideración, lo cual fue notificado en igual fecha. 

Oportunamente, el ingeniero querellado solicitó revisión ante la 

Junta de Gobierno del CIAPR. Sostuvo que el Tribunal 

Disciplinario no debió emitir la resolución impugnada debido al 

incumplimiento con su propio reglamento. En particular, por la 

inobservancia del término de seis (6) meses, a partir de la 

presentación de la querella, con el que contaba el tribunal para 

emitir su resolución final, a pesar de que la vista fue celebrada 

poco más de tres (3) meses de haberse presentado la misma. 

En la alternativa, el ingeniero querellado argumentó que 

procedía la reconsideración de la Resolución pues estaba siendo 

doblemente penalizado por la comisión de los mismos hechos y el 

mismo incumplimiento, ello a pesar de afirmar que no era de 

aplicación la doctrina de doble exposición. Según este, el Tribunal 

Disciplinario y el CIAPR carecían de jurisdicción para determinar si 

se cumplió o no con un procedimiento cuya evaluación le 

correspondía a una agencia gubernamental en cuanto al 

desempeño del ingeniero querellado como Profesional Autorizado. 

El ingeniero Aponte Batista sostuvo que el Tribunal 

Disciplinario, al evaluar su actuación a la luz de los Cánones de 

Ética Profesional del Ingeniero y del Agrimensor del Colegio de 

Ingenieros y Agrimensores de Puerto Rico, le impuso una medida 

demasiado onerosa al decretar su suspensión durante un año; 

período en el que perdería su capacidad de ganarse la vida. Ello a 
                                                 
1 La moción de reconsideración fue suscrita el 31 de diciembre de 2015, último 

día de los términos para ser presentada. La misma fue recibida el 25 de enero de 
2016, por la Oficina de Práctica Profesional del CIAPR, según el ponche que 

surge de la copia ante nuestra consideración.   
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pesar de que durante la vista disciplinaria había desfilado prueba 

fehaciente de que el terreno en cuestión no poseía un peligro para 

la comunidad, según fue certificado por varias agencias. Siendo 

así, indicó que sí veló por la seguridad, el ambiente, la salud y el 

bienestar de la comunidad, conforme al Canon 1. Asimismo, este 

adujo que el Canon 10 no era de aplicación, por lo que la violación 

imputada no se cometió. Fundamentó tal postura en que los 

errores cometidos fueron en contra de las leyes y los reglamentos 

que rigen al Profesional Autorizado y no a los ingenieros y 

agrimensores, por lo cual ya también había sido penalizado.  

En consideración a ello, la Junta de Gobierno del CIAPR 

emitió la Resolución recurrida, notificada el 30 de marzo de 2016. 

Luego de atender el reclamo del ingeniero querellado en las 

reuniones ordinarias celebradas el 21 de febrero y el 19 de marzo 

de 2016, la Junta resolvió confirmar la determinación del Tribunal 

Disciplinario. En cuanto al planteamiento del ingeniero sobre que 

la querella no fue resuelta dentro del término reglamentario para 

ello, la Junta entendió que la dilación no conllevaba la 

consecuencia que pretendía el querellado.  La Junta sostuvo que el 

término de seis (6) meses era uno directivo y tiene, por necesidad, 

que ceder ante las realidades prácticas de los recursos con los que 

cuenta el Tribunal Disciplinario. Además, la Junta consideró que 

no fue hasta que el ingeniero Aponte Batista recibió la 

determinación impugnada que planteó, por primera vez, este 

señalamiento. Igualmente, la Junta sopesó la ausencia de 

alegación y de prueba respecto a que la dilación le hubiese 

ocasionado algún daño. Al ingeniero no presentar un mandamus 

para que el Tribunal Disciplinario emitiera su determinación, 

prestó su consentimiento tácito a la dilación.  

En cuanto al señalamiento jurisdiccional del ingeniero 

Aponte Batista, la Junta determinó que, independientemente de 
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que estuviera sujeto a una acción disciplinaria a tenor con las 

leyes y reglamentos de la OGPe que autorizan la gestión como 

Profesional Autorizado, ello no impedía que el CIAPR evaluara el 

comportamiento ético de este en el desempeño de tal privilegio, a la 

luz de los Cánones de Ética que rigen la ingeniería. Siendo así, la 

Junta catalogó improcedente el señalamiento sobre la doble 

penalidad, pues se trataba de jurisdicciones separadas, que 

protegen intereses distintos.  La Junta indicó que: 

. . . . . . . . 
[…] al autorizar un permiso para el cual claramente no 
tenía autoridad, fuera esta actuación intencional o 
meramente negligente, el Querellado faltó a una de las 
funciones más delicadas que se puede encomendar, el 
descargue de una función pública que se le encomienda 
precisamente por su condición de ingeniero licenciado.  
Como tal y al así hacerlo, lesionó el decoro, dignidad e 
integridad que debe revestir en todo momento su gestión 
profesional.    

. . . . . . . . 
 

La Junta no intervino con la sanción impuesta, por entender 

que se sostenía por la prueba que obraba en el expediente 

considerado por el Tribunal Disciplinario. En fin, la Junta confirmó 

totalmente la Resolución del Tribunal Disciplinario. Ello fue 

notificado el 30 de marzo de 2016. 

Oportunamente, el ingeniero Aponte Batista nos solicitó la 

revocación de la determinación del Tribunal Disciplinario. En la 

alternativa, requirió la reducción sustancial de la penalidad 

impuesta, en atención a que ya había sido penalizado en otro foro 

y a que, a su entender, no se cometieron las violaciones éticas 

imputadas. Como único señalamiento, el ingeniero recurrente 

indicó que el Tribunal Disciplinario erró al suspenderle de su 

colegiación, pues dicha acción constituyó una doble penalidad por 

los mismos hechos. A su entender, la medida impuesta fue 

demasiado onerosa y el análisis de la determinación recurrida es 

contradictorio.   
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En cumplimiento con lo ordenado, el CIAPR presentó su 

alegato en oposición dentro del término concedido, mas no así el 

querellante, el señor Edwin Cintrón Pagán. Siendo así, resolvemos 

sin el beneficio de su comparecencia. 

Luego de evaluar los escritos ante nuestra consideración, los 

documentos unidos a los mismos, el trámite administrativo y la 

determinación recurrida, disponemos del presente recurso. 

Exponemos a continuación la norma de derecho aplicable.  

II 

 A través de la Ley para la Reforma del Proceso de Permisos de 

Puerto Rico, Ley Núm. 161 de 1 de diciembre de 2009, según 

enmendada, 9 LPRA secs. 9011 et seq., se creó la figura del 

Profesional Autorizado, los cuales serán agrimensores, agrónomos, 

arquitectos, geólogos, ingenieros y planificadores, todos 

licenciados, que obtengan la autorización, así como cualquier 

profesional licenciado en áreas relacionadas a la construcción. Los 

profesionales autorizados evaluarán o expedirán permisos 

ministeriales2, en cumplimiento con las disposiciones de esta 

legislación y cualquier otra disposición legal aplicable. 23 LPRA 

secs. 9011 (65) y 9017.  El Profesional Autorizado estará limitado 

al otorgamiento o denegación de las siguientes determinaciones 

finales y permisos asociados a: (a) permiso de uso; (b) permiso de 

                                                 
2
 Esta legislación define una determinación “ministerial” como aquella 

[…] que no conlleva juicio subjetivo por parte de un funcionario 
público o profesional autorizado sobre la forma en que se conduce o 

propone una actividad o acción. El funcionario o profesional 

autorizado meramente aplica los requisitos específicos de las leyes o 

reglamentos a los hechos presentados, pero no utiliza ninguna 

discreción especial o juicio para llegar a su determinación, ya que 

esta determinación involucra únicamente el uso de estándares fijos o 

medidas objetivas. El funcionario no puede utilizar juicios subjetivos, 

discrecionales o personales al decidir si una actividad debe ser 

realizada o cómo debe ser realizada. Por ejemplo, un permiso de 

construcción sería de carácter ministerial si el funcionario sólo 

tuviera que determinar si el uso es permitido en la propiedad bajo los 

distritos de calificación aplicables, si cumple con los requisitos de 

edificabilidad aplicables (e.g., Código de Construcción) y si el 

solicitante ha pagado cualquier cargo aplicable y presentado los 
documentos requeridos; el Reglamento Conjunto de Permisos 

contendrá una lista en la que se incluyan todos los permisos que se 

consideran ministeriales. 

 

23 LPRA sec. 9011. 
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demolición; (c) permiso de construcción para remodelar; (d) 

permisos generales, excepto según dispuesto en la sec. 9012d de 

este título; (e) determinaciones de exclusiones categóricas; (f) 

permiso de construcción; (g) permiso de obra de urbanización vía 

excepción. 23 LPRA sec. 9017b.3 

La Oficina de Gerencia de Permisos notificará al Colegio de 

Ingenieros y Agrimensores de Puerto Rico, entre otras instituciones 

colegiadas o juntas examinadoras que regulen a algún profesional 

autorizado, sobre la radicación de cualquier querella, así como el 

inicio y el resultado de cualquier procedimiento disciplinario contra 

los profesionales cuya conducta regulan, para que tomen la acción 

que corresponda. Incluso, los colegios o juntas de los profesionales 

autorizados, así como cualquier otra institución que regule a algún 

profesional autorizado, deberán tomar acción motu proprio de 

advenir en conocimiento de cualquier violación a este capítulo 

cometida por uno de sus colegiados, sin necesidad de haber sido 

notificados por la Oficina de Gerencia de Permisos o de cualquier 

agencia del Estado Libre Asociado de Puerto Rico. 23 LPRA sec. 

9017g.  

Cónsono con lo anterior, la Regla 6.1 de Reglamento Núm. 

8514 dispone expresamente que el mecanismo del Profesional 

Autorizado necesita de estrictas medidas para asegurar la 

confiabilidad de que la ejecución de las funciones delegadas se 

lleven a cabo de manera certera, ágil y honesta. Es por ello que 

aquellos profesionales e inspectores autorizados que sean 

licenciados también deberán cumplir fielmente los preceptos que le 

imponen sus Cánones o Códigos de Ética Profesional. Además, la 

responsabilidad primaria de los profesionales e inspectores 

autorizados es servir al interés público, y tienen la obligación y 

                                                 
3 Véase, además, Capítulo 2, Reglas 2.1 y 2.2 del Reglamento de regulación 
profesional de la Oficina de Gerencia de Permisos, Reglamento Núm. 8514.   
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responsabilidad de mantener la integridad y dignidad de sus 

respectivas profesiones. Por ello, se conducirán con justicia, 

honradez, honestidad, diligencia, lealtad, respeto, formalidad, 

discreción, honorabilidad, responsabilidad, sinceridad, probidad, 

dignidad, buena fe y en estricta observancia a las normas legales y 

éticas de sus profesiones. Inciso c de la Regla 6.3, y Regla 6.4 del 

Reglamento Núm. 8514. 

En consideración al derecho antes reseñado y a la ya 

conocida y reiterada norma respecto al alcance de la revisión 

judicial de las decisiones administrativas, resolvemos. 

III 

Conforme a la Ley para la Reforma del Proceso de Permisos 

de Puerto Rico, supra, una condición necesaria para fungir como 

Profesional Autorizado es ser, entre otros, un ingeniero licenciado.  

Esta legislación, así como la reglamentación aprobada en virtud de 

la misma, imponen a los profesionales autorizados el deber ético, 

la obligación y responsabilidad de mantener la integridad y 

dignidad de su profesión, así como observar las normas legales y 

éticas de la misma. Siendo así, el ingeniero Aponte Batista fue 

nombrado como profesional autorizado precisamente por ser un 

ingeniero licenciado y cumplir con los demás requisitos para 

desempeñar dicha función. Por lo tanto, y contrario a lo argüido 

por el recurrente, al considerar el desempeño del ingeniero Aponte 

Batista como profesional autorizado no se pueden obviar los 

Cánones de Ética que rigen la profesión de la ingeniería. La propia 

ley y el reglamento que crea la figura del profesional autorizado así 

lo establece.   

En consideración a ello, el planteamiento de una doble 

penalidad es improcedente. La postura del ingeniero Aponte 

Batista no halla sustento en la propia Ley para la Reforma del 

Proceso de Permisos de Puerto Rico, supra. Esta ley es clara al 
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establecer que la Oficina de Gerencia de Permisos notificará al 

CIAPR o a cualquier otra institución colegiada o junta que regule a 

algún profesional autorizado, y viceversa, sobre el trámite y 

resultado de cualquier procedimiento disciplinario para que tomen 

la acción que corresponda. Como bien indicó el CIAPR en su 

alegato en oposición, las sanciones respectivamente impuestas al 

ingeniero recurrente versan sobre procesos independientes que 

protegen intereses distintos. 

El Estado tiene una amplia discreción para regular y 

controlar las prácticas de las profesiones con el fin de proteger el 

bienestar público. Por ello, no es absoluto el derecho de un 

ciudadano a dedicarse a una profesión u ocupación, pues está 

subordinado a las condiciones reglamentarias impuestas. En 

cumplimiento con sus deberes y funciones, al CIAPR le compete 

implantar y velar por el cumplimiento de los cánones de ética que 

rigen la conducta profesional de los ingenieros. El CIAPR tiene la 

facultad de recibir e investigar las quejas que se formulen sobre la 

conducta ética de los ingenieros en el ejercicio de su profesión. 

Además, el CIAPR está facultado para decretar las sanciones que 

correspondan, tales como la suspensión del colegiado por el tiempo 

y bajo las condiciones que discrecionalmente se determinen.  

Véase, 20 LPRA sec. 732.    

En atención a la prueba desfilada ante la consideración del 

Tribunal Disciplinario, se determinó que el ingeniero Aponte 

Batista actuó en contravención a los Cánones de Ética 1 y 10 que 

regulan la profesión de la ingeniería, por lo que fue suspendido de 

su colegiación por el término de un (1) año; sanción que fue 

confirmada por la Junta de Gobierno.  En el presente caso, quedó 

probado que el ingeniero Aponte Batista violentó los cánones en 

cuestión. Este profesional licenciado de la ingeniería, al ejercer la 

función delegada de Profesional Autorizado, concedió, de manera 
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ultra vires, un permiso de uso sin cumplir con el debido proceso 

para ello. El Tribunal Disciplinario, en el ejercicio de su discreción 

para imponer la medida disciplinaria que entendiese correcta, le 

suspendió su colegiación por un (1) año. Posteriormente, la Junta 

de Gobierno confirmó dicho dictamen. La sanción impuesta va 

acorde con la acción, contraria a la ley, llevada a cabo por el 

ingeniero Aponte Batista. Además, el Tribunal Disciplinario 

consideró el historial profesional previo del ingeniero querellado, 

aquí recurrente, así como sus anteriores suspensiones por 

infracción a los Cánones de Ética.  

El ingeniero recurrente pretende la revocación de la 

suspensión de la colegiación recurrida al amparo de una 

interpretación acomodaticia y errada de las disposiciones legales y 

reglamentarias pertinentes. El ingeniero Aponte Batista tampoco 

demostró la existencia de otra prueba en el récord que 

razonablemente reduzca o menoscabe su valor probatorio hasta el 

punto de que no se pueda concluir que la evidencia sea sustancial, 

a la luz de la totalidad de la prueba presentada y hasta el punto 

que se demuestre claramente que la decisión de la agencia no está 

justificada por una evaluación justa de la misma.  

IV 

Por los fundamentos antes expuestos, se confirma la 

suspensión de la colegiación por el término de un (1) año del 

ingeniero Aponte Batista, emitida mediante Resolución del 11 de 

diciembre de 2015, por el Tribunal Disciplinario y de Ética 

Profesional del CIAPR, según confirmada el 30 de marzo de 2016, 

por la Junta de Gobierno del CIAPR.   

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

Dimarie Alicea Lozada 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


